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Código de la dependencia productora
Bogotá D.C., 6 de August de 2021

Honorable Juez
Dr. JUAN FERNANDO ARANGO BETANCUR
JUZGADO 03 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO
CARTAGO – VALLE DEL CAUCA
j03admcartago@cendoj.ramajudicial.gov.co

Radicado: 2021110002231211

*2021110002231211*

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: NBR CREDITOS BOTERO SAS
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y  
DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 76147333300320210007000

LUISA FERNANDA HERNANDEZ DEVIA, identificada con la cédula de ciudadanía 
No. 1018435078 de Bogotá y Tarjeta Profesional de Abogado No. 285552 del 
Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de Apoderada Especial de la 
entidad demandada Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-, según poder 
conferido por la Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, actuando en 
condición de Subdirectora General Código 40, Grado 24 de la Subdirección Jurídica 
de Parafiscales, conforme a las  resoluciones No. 379 del 31 de marzo de 2020, 
No. 688 del 04 de agosto de 2020, y acta de posesión No. 32 de fecha 04 de mayo  
de 2020de manera atenta y estando dentro de la oportunidad procesal procedo a 
contestar el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho formulado 
por la doctora  GLADYS QUINTERO ZULUAGA, en calidad de apoderada de NBR 
CREDITOS BOTERO S.A.S., con NIT. No. 900332818 de conformidad con el 
artículo 175 del C.P.A.C.A con fundamento en lo siguiente:



2

I. A LAS PRETENSIONES

ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones y declaraciones formuladas 
por la parte demandante, tanto principales como subsidiarias, esto es: 

A. PRETENSIONES PRINCIPALES 

1. ME OPONGO, a que se declare la nulidad de la Resolución No. RDO-2018-
04444 26 de noviembre de 2018, por medio de la cual la Subdirección de 
Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales, sancionó al 
aportante por no suministrar la información requerida dentro del plazo 
establecido para ello.

2. ME OPONGO, a que se declare la nulidad de la Resolución RDC-2019-02610 
28 de noviembre de 2019, por medio de la cual se resuelve el recurso de 
reconsideración interpuesto contra la Resolución No. RDO-2018-04444 26 
de noviembre de 2018.

Lo anterior por cuanto la entidad que represento actuó en ejercicio de las funciones 
legales y de conformidad con las disposiciones especiales vigentes al momento de 
expedir los actos administrativos objeto de la presente demanda, actos que se 
encuentran investidos de la presunción de legalidad que no logra quebrantar la parte 
actora, ni con los hechos, ni con los fundamentos jurídicos y de orden probatorio 
allegado al libelo.

B.  SOBRE EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Igualmente ME OPONGO a las pretensiones elevadas a título de restablecimiento 
del derecho que solicitó el demandante.

C. COSTAS         

ME OPONGO se a que se condene en costas  a la UGPP, toda vez que el artículo 
188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
señala que: “salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia 
dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por 
las normas del Código de Procedimiento Civil”; de lo anterior se puede colegir que 
la condena en costas no procede en el presente caso, toda vez que las 
contribuciones parafiscales, así como su proceso de determinación y el adecuado 
cumplimiento de las obligaciones que emanan del Sistema de Seguridad Social, sin 
duda, presentan un interés público.

Por lo anterior H Juez, ni siquiera en gracia de discusión es procedente la condena 
en costas a mi representada y ruego de manera respetuosa, considerarlo en igual 
sentido. 
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II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

Con relación a los hechos fundamentos de la demanda, procedo a dar respuesta a 
cada uno así

AL HECHO 1  .ES CIERTO, y complemento que mediante Requerimiento de 
Información radicado No. 20146203095681 del 18 de junio de 2014, la Subdirección 
de Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales solicitó a N.B.R. 
CREDITOS BOTERO S.A.S con NIT. 900.332.818, allegar en el término de dos (2) 
meses y medio (15 días calendario), contados a partir de la notificación del mismo, 
los documentos necesarios para verificar la adecuada, completa y oportuna 
liquidación y pago de las contribuciones al Sistema de la Protección Social por los 
periodos 01/01/2011 al 31/12/2013, el cual fue notificado por correo certificado el 27 
de junio de 2014 como consta en la guía No. RN200037995CO1, emitida por la 
empresa Servicios Postales Nacionales 4–72 S.A., por lo que el término para dar 
respuesta de manera oportuna vencía el día 11 de septiembre de 2014.

   
AL HECHO 2. ES PARCIALMENTE CIERTO, y aclaro que el aportante Por fuera 
del plazo establecido allegó información de manera parcial mediante los radicados 
Nos. 20147363094592 y No. 201560050371942 del 8 de octubre de 2014 y 5 de 
agosto de 2015 respectivamente, quedando pendiente por completar las cuentas 
relacionadas con los auxiliares de las cuentas contables de relacionadas con la 
causación y pago de la nómina del año 2013.

AL HECHO 3. ES CIERTO, y aclaro que ante el envío incompleto de información 
esta Unidad generó la Liquidación Parcial Sanción radicado No. 20156201151721 
del 24 de marzo de 2015 y mediante radicado No. 20156205556281 del 9 de junio 
de 2015 generó oficio de inconsistencias en la respuesta al requerimiento de 
información.

AL HECHO 4. NO ES CIERTO y aclaro que  pesar de que el aportante manifestó 
en acta del 9 de julio de 2015 que la información de nómina de los años 2011 al 
2013 fue remitida con radicado No. 20147363094592, en el mismo documento esta 
Unidad señaló que el formato de nómina no se encuentra en presentación vertical y 
se solicitó la corrección del archivo, es así como se indicó en el acta de la siguiente 
manera:

1 Oficio de Notificación Rad. 20146203095681
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Por eso en materia tributaria, la legislación es de tal exigencia que optó por 
sancionar las conductas que no permitan llevar a cabo de buena manera la 
fiscalización, como la desplegada por el aportante en el caso en concreto quien 
como quedó probado con anterioridad incurrió en la conducta de no suministrar la 
información solicitada dentro del plazo establecido para ello.

AL HECHO 5.NO ES CIERTO y aclaro que mediante Pliego de Cargos No. RPC-
2018-00426 del 10 de abril de 2018, proferido por la Subdirección de Determinación 
de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales, al establecerse que N.B.R. 
CREDITOS BOTERO S.A.S con NIT. 900.332.818, incurrió en la presunta conducta 
de no suministrar la información solicitada dentro del plazo establecido para ello 
para ello, acto administrativo que fue notificado por correo electrónico el 25 de abril 
de 2018 como consta en el acuse de recibo certificado Certimail con ID de mensaje 
No. 80496B9467055298A5DBCD9E79E1DBEE4DDFD6D1, emitido por la empresa 
Certicámara S.A.
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Pese  a su conocimiento , N.B.R. CREDITOS BOTERO S.A.S con NIT. 
900.332.818, no dio respuesta al Pliego de Cargos No. RPC-2018-00426 del 10 de 
abril de 2018.

AL HECHO 7 , 8, 9 Y 10. SON CIERTOS 

III. ARGUMENTOS DE DEFENSA

Antes de pronunciarme respecto de los cargos formulados por el accionante, es 
preciso señalar que la Entidad que represento no ha vulnerado ninguna de las 
normas que la parte actora cita como “normas violadas”, por el contrario, en 
cumplimiento de los mandatos legales y constitucionales, la Unidad inició el proceso 
de fiscalización a  N.B.R. CREDITOS BOTERO S.A.S  , en cumplimiento a lo 
previsto en el artículo 156 de la 1151 de 2007, Decreto Ley 169 de 2008, los 
artículos 178, 179 y 180 de la Ley 1607 de 2012, Decreto 575 de 2013 y demás 
normas concordantes y complementarias, que facultan a la entidad para solicitar 
información a los aportantes tendientes a la verificación de la adecuada, completa 
y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección 
social.  

De igual manera es preciso señalar que tampoco se ha vulnerado el artículo 29 de 
la Constitución Política, en primer término, porque la actuación administrativa 
adelantada por la Unidad se efectuó conforme a la normatividad que creo a la 
entidad y le asignó las competencias y funciones, y en segundo lugar, todas las 
providencias que se profirieron dentro de la investigación adelantada, fueron 
notificadas en debida forma a  N.B.R. CREDITOS BOTERO S.A.S  , quien tuvo la 
oportunidad de ejercer el derecho de defensa como se puede extraer de la 
contestación a los hechos del escrito de demanda., con lo cual se le garantizó el 
derecho al debido proceso. 

Finalmente es preciso anotar, señor Juez, que la parte actora hace en el libelo una 
relación de normas, según ella “violadas”, sin embargo de la lectura, se puede 
colegir que corresponde a transcripción, resumen y apreciación que él hace de las 
mismas, sin que en el fondo se exprese con exactitud y claridad, cuál es la supuesta 
infracción o quebrantamiento en que ha incurrido la Unidad en la expedición de los 
actos administrativos demandados, por el contrario, con ellas se puede apreciar 
que la Entidad que represento respeto en su integridad los preceptos legales y 
constitucionales y los aplicó en estricto sentido, atendiendo los principios y fines 
esenciales del Estado y en ejercicio de las facultades y funciones atribuidas por 
Ley, acotando que quien no cumplió el deber de colaboración para con la Entidad 
fue precisamente el actor, al no remitir la información requerida en los términos 
señalados en la Ley. 

Conforme lo señala la parte actora en el libelo, mi representada esta instituida 
precisamente para proteger a los trabajadores y garantizar su derechos, por ello a 
través del proceso de determinación verifica la adecuada, oportuna y completa 
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liquidación de aportes al Sistema de Protección Social, en cumplimiento a las 
previsiones del artículo 48 de la Constitución Nacional, la Ley 100 de 1993, Ley 797 
de 2003 y demás normas concordantes y complementarias y también está facultada 
para imponer sanciones cuando el aportante no envía información dentro de los 
plazos otorgados para ello. 

A continuación, procedo a pronunciarme frente a cada uno de los cargos planteados 
por N.B.R. CREDITOS BOTERO S.A.S, como sigue:

CARGO PRIMERO: FALSA MOTIVACION DE LA RESOLUCIÓN SANCIÓN 

Al respecto señor Juez, se desestiman los argumentos expuestos por la 
demandante con fundamento en las siguientes consideraciones:  

En primer lugar, debemos establecer que lo que el Consejo de Estado2, ha señalado 
las causales de la falsa motivación, así:

“…La falsa motivación es una causal independiente y autónoma, en la medida en que 
alude a los hechos del caso y a la prueba. En efecto, la falsa motivación se relaciona 
directamente con el principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos 
determinantes de la decisión administrativa. 

Por lo tanto, para que la pretensión de nulidad de un acto administrativo por falsa 
motivación prospere, se debe demostrar (I) que los hechos que la administración tuvo en 
cuenta como motivos determinantes de la decisión no se probaron en la actuación 
administrativa o (II) que la administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban 
demostrados y que si se hubiesen considerado habrían modificado sustancialmente la 
decisión. 

En el caso concreto se encuentra que el acto administrativo se basó en los hechos 
probados y normas vigentes, adicionalmente, los hechos fueron puestos en 
conocimiento de la aportante, sin embargo, no allego información completa, por 
tanto, el acto está debidamente motivado.

Cabe resaltar que el artículo 42 de la Ley 1437 de 2011 señala que “Habiéndose 
dado oportunidad a los interesados para expresar sus opiniones, y con base en las 
pruebas e informes disponibles, se tomará la decisión, que será motivada”.

Sobre la motivación de los actos administrativos resulta relevante citar lo explicado 
por la Sección Cuarta del Consejo de Estado en sentencia de 29 de abril de 2015, 
así:

Ahora, la exigencia de que el acto administrativo sea motivado es un problema de forma 
del acto. Cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se dicten de forma 
motivada y que esa motivación conste, por lo menos, en forma sumaria en el texto del 
acto administrativo, se está condicionando el modo de expedirse, esto es, la forma del 
acto administrativo , tal como ocurre con el artículo 35 del Decreto 01 de 1984  (en igual 
sentido puede verse el artículo 42  de la Ley 1437 de 2011), que exige que los actos 
administrativos de contenido particular y concreto se expidan con una motivación, al 
menos, en forma sucinta, esto es, breve, pero sustancial. 

2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION CUARTA Consejero ponente: 
HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS  Bogotá, D.C., veintinueve (29) de abril de dos mil quince (2015) Radicación 
número: 11001-03-15-000-2014-04126-00 (AC) Actor: PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION Demandado: 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCION SEGUNDA - SUBSECCION E.
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La falta de motivación, entonces, es el presupuesto o una de las causas que dan lugar 
a la nulidad por expedición irregular del acto administrativo, que no a la nulidad por falsa 
motivación, como suele entenderse equivocadamente. 

La falsa motivación es una causal independiente y autónoma, en la medida en que alude 
a los hechos del caso y a la prueba. En efecto, la falsa motivación se relaciona 
directamente con el principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos 
determinantes de la decisión administrativa. 

Por lo tanto, para que la pretensión de nulidad de un acto administrativo por falsa 
motivación prospere, se debe demostrar (I) que los hechos que la administración tuvo 
en cuenta como motivos determinantes de la decisión no se probaron en la actuación 
administrativa o (II) que la administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban 
demostrados y que si se hubiesen considerado habrían modificado sustancialmente la 
decisión. 

En conclusión, mientras la falta de motivación implica la ausencia de motivo, la falsa 
motivación parte del supuesto de que el acto administrativo sí se motivó, pero de 
manera falsa, engañosa o, simplemente, con fundamento en hechos no probados. 

En otras palabras, la falta de motivación se configura cuando el acto administrativo 
carece de justificación sucinta de la decisión que allí se adopta.

De otra parte, vale la pena señalar que con la determinación de las contribuciones 
parafiscales de la protección social a cargo de los aportantes se componen de dos 
elementos que forman un solo acto integral, a saber, la parte argumentativa en la 
que se expone toda la motivación normativa y jurisprudencial que sirve de sustento 
jurídico para el ejercicio de determinación y que consiste en un texto organizado.

Así las cosas, este Despacho evidencia que el acto administrativo denominado 
resolución sanción emitido por la Subdirección de Determinación de Obligaciones 
de la Dirección de Parafiscales, fue emitido en cumplimiento de todas las 
disposiciones legales y tiene como fundamento legal los hechos y las pruebas 
allegadas al proceso, de forma que cuenta con una motivación más que sumaría y, 
en consecuencia.

Ahora bien, en el plenario del aportante obra Requerimiento de Información radicado 
No. 20146203095681 del 18 de junio de 2014 mediante el cual la Subdirección de 
Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales solicitó a N.B.R. 
CREDITOS BOTERO S.A.S con NIT. 900.332.818, allegar en el término de dos (2) 
meses y medio (15 días calendario) contados a partir de la notificación del mismo, 
información tributaria y contable por los periodos 01/01/2011 al 31/12/2013, el cual 
fue notificado por correo certificado el 27 de junio de 2014, por lo que el término 
para dar respuesta de manera oportuna vencía el día 11 de septiembre de 2014, en 
el cual se solicitó de manera clara y expresa, entre otros:
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Posteriormente, mediante radicado No. 20156201151721 del 24 de marzo de 2015, 
esta Unidad generó liquidación parcial sanción por información incompleta en la que 
se solicitó:

Mediante radicado No. 20156205556281 del 9 de junio de 2015, al generarse oficio 
de “Inconsistencias en la respuesta al Requerimiento de Información” se solicitó la 
siguiente información: 
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Mediante radicado No. 201560050371942 del 5 de agosto de 2015, el aportante a 
través de su representante legal remitió la información solicitada por esta Unidad de 
la siguiente manera:
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Es así como las respuestas parciales no pueden entenderse como una entrega 
efectiva de la información como equivocadamente lo manifestó el recurrente en el 
escrito de recurso, sino que por el contrario, la respuesta es válida cuando cumple 
con la totalidad de las condiciones y características exigidas en el Requerimiento de 
Información que para el caso en concreto corresponde al radicado No. 
20146203095681 del 18 de junio de 2014.

De igual forma, es deber del aportante, previo a la radicación de la información 
verificar la completitud de la misma, pues no se puede transferir esa responsabilidad 
a la administración para posteriormente excusar su descuido, pues no puede 
entenderse que las entregas de información sin el cumplimiento de los requisitos, 
como es el caso de las hechas por N.B.R. CREDITOS BOTERO S.A.S con NIT. 
900.332.818, sean entregas en tiempo cuando la información inicialmente remitida 
se envió de forma parcial, lo cual no satisface el deber legal.
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Sobre la entrega tardía de la información, resulta necesario tener en cuenta que no 
se trata de entregar la información exigida cuando el aportante a bien tenga, sino 
cuando lo ordena la Ley para que sea plenamente eficaz y permita su utilización por 
parte del ente fiscalizador, no siendo procedente variar el título de imputación o 
revocar la sanción, pues de principio a fin esta Unidad sostuvo que el aportante no 
lo hizo a tiempo y la falta que se penalizó estaba consumada.  

Lo anterior tiene sustento en la misma Constitución Nacional, siendo el deber de 
enviar información de manera completa y oportuna, justificado en el principio 
constitucional de solidaridad, en virtud del cual los particulares deben colaborar con 
las autoridades administrativas para llevar a cabo el ejercicio de sus funciones. Es 
así como la Constitución Nacional en su artículo 15 indica que: “…Para efectos 
tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del 
Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos 
privados, en los términos que señale la ley", esto con el fin de establecer la 
ocurrencia de hechos generadores de las obligaciones definidas por la Ley.
Respecto de lo anterior, puede afirmarse sin temor a dudas que la obligación del 
aportante no se limita solamente a suministrar la información, sino que debe cumplir 
con las condiciones que la administración recomiende como su completitud, la 
legibilidad de los datos consignados en ella, como los términos establecidos para 
tal fin. De ahí que una información entregada parcialmente, de forma disímil a la 
requerida por la administración, ilegible o de forma tardía, obstaculiza el desarrollo 
de las funciones fiscalizadoras. 

Es así que a pesar de que el aportante manifestó en acta del 9 de julio de 2015 que 
la información de nómina de los años 2011 al 2013 fue remitida con radicado No. 
20147363094592, en el mismo documento mi representada señaló que el formato 
de nómina no se encuentra en presentación vertical y se solicitó la corrección del 
archivo, es así como se indicó en el acta de la siguiente manera:
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Por eso en materia tributaria, la legislación es de tal exigencia que optó por 
sancionar las conductas que no permitan llevar a cabo de buena manera la 
fiscalización, como la desplegada por el aportante en el caso en concreto quien 
como quedó probado con anterioridad incurrió en la conducta de no suministrar la 
información solicitada dentro del plazo establecido para ello.

A continuación, es importante señalar que la aplicación de esta sanción, tiene su 
naturaleza en un estricto mandato legal sobre las acciones desplegadas por esta 
Unidad, por lo cual es necesario tener en cuenta lo establecido en el numeral 3° del 
artículo 179 de la Ley 1607 de 2012, el cual señaló:

“ARTÍCULO 179. SANCIONES. La UGPP será la entidad competente para imponer las 
sanciones de que trata el presente artículo y las mismas se aplicarán sin perjuicio del 
cobro de los respectivos intereses moratorios o cálculo actuarial según sea el caso.
(…)

3. Las personas y entidades obligadas a suministrar información a la UGPP, así como 
aquellas a las que esta entidad les haya solicitado informaciones y/o pruebas, que no 
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la suministren dentro del plazo establecido para ello, se harán acreedoras a una sanción 
de cinco (5) UVT por cada día de retraso en la entrega de la información solicitada.”

De la lectura de la norma transcrita se infiere que las personas obligadas a 
suministrar información a la UGPP, que NO LA SUMINISTREN dentro del plazo 
concedido para el efecto, se harán acreedoras a una sanción de cinco UVT por cada 
día de retraso en la entrega de la información solicitada.  

Para que una conducta sea sancionable es necesario que, (i) exista una ley previa 
que determine la conducta objeto de sanción; y (ii) la precisión que se emplee en 
ésta para determinar la conducta o hecho objeto de reproche y la sanción que ha 
de imponerse; aspecto éste que se orienta a reducir al máximo la facultad 
discrecional de la administración en el ejercicio del poder sancionatorio que le es 
propio.

La norma analizada es clara al indicar que la conducta sancionable es la no entrega 
de la información dentro del plazo establecido para ello, situación que se puede ver 
reflejada en tres hipótesis diferentes:

i. Vencido el término para la entrega de la información el aportante nunca 
da respuesta al requerimiento.

ii. Dentro del plazo concedido el aportante responde de forma incompleta 
allegando parcialmente lo solicitado.

iii. Vencido el plazo concedido el aportante termina de allegar la información 
faltante o allega la totalidad de la información que no fue entregada 
dentro del plazo.

Si bien la norma no describe exactamente estas tres hipótesis, lo cierto es que las 
mismas reflejan claramente el sentido de la norma, pues si cualquiera de ellas es 
desplegada por el aportante se puede afirmar sin lugar a dudas, que la información 
no se suministró dentro del plazo concedido para ello. 

Es evidente entonces, que el aportante incumplió el mandato legal de aportar a 
tiempo lo solicitado por medio del requerimiento de información, lo que permitió 
establecer la existencia de una infracción tipificada en el ordenamiento como hecho 
sancionable, puesto que su omisión implica el incumplimiento de los objetivos de la 
administración a causa del aportante, pues las acciones que adelanta la Unidad 
deben realizarse dentro del término de caducidad de la facultad fiscalizadora.

En este punto es pertinente precisar que esta Unidad es respetuosa de los principios 
invocados por la demandante, y en especial basa sus actuaciones en la especial 
observancia del debido proceso que hoy refuta el recurrente, por lo que esta 
Dirección considera necesario mencionar que todas las actuaciones que lleva a 
cabo la UGPP, se encuentran sometidas a un procedimiento claro y expreso, el cual 
se encuentra establecido en el artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, modificado por 
el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014.

En cuanto a la confianza legítima que alega el recurrente se vio afectada con la 
actuación de la Unidad, es del caso recordar que en sentencia T-308 de 2011, la H. 
Corte Constitucional definió así el principio en cuestión:
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PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA-Contenido y alcance

La confianza legítima ha de entenderse como la expectativa cierta de que una situación 
jurídica o material, abordada de cierta forma en el pasado, no sea tratada de modo 
extremadamente desigual en otro periodo, salvo que exista una causa 
constitucionalmente aceptable que legitime su variación. En este sentido, esta 
Corporación ha sostenido que “el administrado no es titular de un derecho adquirido 
sino que simplemente tiene una mera expectativa en que una determinada situación de 
hecho o regulación jurídica no serán modificadas intempestivamente, y en 
consecuencia su situación jurídica puede ser modificada por la Administración.” Como 
elemento incorporado al de buena fe, la confianza legítima puede proyectarse en el 
hecho de que se espere la perpetuación de específicas condiciones regulativas de una 
situación, o la posibilidad de que no se apliquen exigencias más gravosas de las ya 
requeridas para la realización de un fin, salvo que existan razones constitucionalmente 
válidas para ello. (Subrayado nuestro)

De la jurisprudencia en cita, se tiene que el principio de confianza legítima se refiere 
a la expectativa que tiene el ciudadano de que no se apliquen exigencias más 
gravosas que las ya requeridas.

Finalmente, es necesario señalar que es la ley y no la administración la que 
determina la suma que debe ser cancelada por el aportante a título de sanción, y la 
entidad limitó su actuación a servir de medio para determinar correcta y 
oportunamente el valor a ser pagado al Estado, absteniéndose de hacer 
interpretaciones o cálculos diferentes a los resultantes de aplicar la ley.

Es de aclarar que las sanciones impuestas por la UGPP constituyen una de las 
tantas herramientas que el legislador ha provisto precisamente para que se puedan 
ejecutar los cometidos encomendados a esta Unidad y se pueda asegurar el 
cumplimiento de las decisiones tomadas por la administración.

Por lo anteriormente expuesto resulta improcedente acceder a las pretensiones 
planteadas por el impugnante en este motivo de inconformidad ya que en el 
presente asunto no operó el fenómeno de la caducidad sobre la vigencia fiscalizada.

IV. PETICIÓN

PRIMERO: Sírvase señora juez reconocerme personería jurídica para actuar como 
apoderada judicial de la UGPP, en este proceso.

SEGUNDO: Solicito respetuosamente se NIEGUEN en su integridad las súplicas 
de la demanda confirmando la legalidad de los actos acusados, por encontrarse 
ajustados plenamente al ordenamiento jurídico y a los supuestos fácticos que le 
sirvieron de causa; sin que haya sido posible la demostración del quiebre de la 
presunción de legalidad con la que fueron expedidos, ante la infundada formulación 
de los cargos contenidos en la demanda y la insuficiente carga probatoria para 
accederse al restablecimiento del derecho proclamado.  

TERCERO: Solicito que se sirva condenar en costas a la sociedad actora, por 
resultar demostrado que la UGPP, actuó dentro de la normatividad constitucional y 
legal existente. 
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V. ANEXOS 

1. Medio magnético contentivo del expediente administrativo que contiene los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso, en cumplimiento de lo 
establecido en el numeral 4 y parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA.

2. Soportes de legitimidad para actuar.

VI. NOTIFICACIONES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – 
Bogotá D.C. Nuestra dirección para recepción de notificaciones judiciales es 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co. Teléfono: 4237300 EXT. 1118 

De la señora Juez, 

  Atentamente,

      LUISA FERNANDA HERNANDEZ DEVIA 
     CC. No. 1018435078 de Bogotá D.C. 
     T. P. No. 285. 552 del Consejo Superior de la J.

Correo Electrónico: lhernandezd@ugpp.gov.co

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co


        

Recepción de correspondencia: 
   
Avenida Carrera 68 No 13-37  
(Bogotá, D.C.) 
 
Centro de Atención al Ciudadano 
Calle 19 No 68A – 18 (Bogotá) 
Lunes a Viernes de 7:00 a.m. a 4:00 p.m. 

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423 
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090 
Lunes a viernes de 8:00 am a 6:00 pm. 

Honorable Juez 

Dr. JUAN FERNANDO ARANGO BETANCUR 

JUZGADO 03 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO 

CARTAGO – VALLE DEL CAUCA 

 

REFERENCIA: PODER 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: NBR CREDITOS BOTERO SAS 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y   

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

RADICACIÓN: 76147333300320210007000 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.740.347 de Pasto - 
Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la planta de personal de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL, ubicado en Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, según obra en la 
Resolución de Nombramiento No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de mayo de 2020 y 
Resolución de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 018 del 12 de 
enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio y suficiente a la Doctora 
LUISA FERNANDA HERNANDEZ DEVIA, mayor de edad, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de 

su firma, con el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio de Control de la referencia, conteste 
solicitudes de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y etapas 
procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general ejerza la 
representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito al H. Despacho, se le reconozca 
Personería Jurídica para actuar. 

 

Mi apoderado queda facultado para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y los artículos 2 y 5 del decreto 806 de 2020, se 

solicita al despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  

 

Cordialmente;  

 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 

C. C. No. 30.740.347 de Pasto  

T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

Acepto,  

 

LUISA FERNANDA HERNANDEZ DEVIA 

C.C. No. 1018435078 de Bogotá 

T.P. No. 285552 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: lhernandezd@ugpp.gov.co 

Celular: 3107894602

 

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:ccaicedob@ugpp.gov.co






                                                                                                                                                                                       

                                                                                                                                                   
 

 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 




















